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			PRESENTACIÓN

			Este libro forma parte de un recorrido de décadas de interés profesional por la reforma política. Inicialmente, fue un interés por el análisis de los procesos, las instituciones y sus mecánicas, para luego pasar a plantear alternativas. No obstante, el camino nunca fue lineal. Muy por el contrario: existen algunas ideas que han madurado con el paso del tiempo, mientras que otras han sido modificadas por el peso de la realidad y algunas fueron abandonadas del todo. He participado de manera activa en distintos esfuerzos de reforma política a lo largo de estos años, pero fue en la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política (2019), en la que compartí el trabajo con excelentes colegas y amigos, donde pude sistematizar muchas de las ideas que están expuestas en este libro. Este volumen reúne solo una muestra de un conjunto mayor de columnas de opinión, que nutrieron, a su vez, artículos académicos y otras publicaciones.

			Durante todo el tiempo en que he estado relacionado con los políticos y partidos dentro y fuera del parlamento, he encontrado a muchos, provenientes de diferentes organizaciones, que han manifestado su interés y preocupación por mejorar la calidad de nuestra política. Pero lo cierto es que cada vez son menos. En la actualidad hay demasiados incentivos para el ingreso a la vida pública de políticos sin experiencia y, por el contrario, grandes desincentivos para quienes sí podrían brindar un buen servicio. El nivel de la discusión se ha resentido enormemente. Escuchar a los parlamentarios tratar temas relacionados con la reforma política desconociendo lo central del debate es muy frecuente y, también, frustrante. Lo peor es que esto ahora ocurre en medio de una creciente polarización política. Innumerables políticos, periodistas y abogados se han radicalizado de tal manera que han dejado de lado el debate de ideas, para atrincherarse de manera agresiva en sus esquinas, lo que hace cada vez más difícil el diálogo público.

			En este contexto, muchos hemos sido acusados de ser «causantes de los males de la política». En mi caso, debo decir que se sobrevalora lo que yo pueda hacer y se desconoce que, desde fines de 2004, no he tenido ningún cargo público con capacidad de tomar decisiones. Sin embargo, lo peor de todo es que quienes lanzan esas acusaciones ignoran las ideas que defiendo y las propuestas que he desarrollado. Este libro, entonces, es también una suerte de respuesta. Lejos estoy de considerar que todo lo que he trabajado podría generar una mejora inmediata en la política peruana. No soy ingenuo. Nadie tiene siempre la verdad o una llave mágica para resolver un tema tan complejo y que involucra a tantas personas, grupos e instituciones. Lo que sí puedo asegurar es que siempre he trabajado estos temas con la mayor honestidad académica posible. Siento que algo he aportado en el debate sobre la reforma política, lleno de tanta confusión y lugares oscuros.

			Quiero agradecer a mi amigo Jerónimo Pimentel, quien me invitó a publicar en Penguin Random House en medio del crispante debate político. A Raúl Cachay, por contribuir a que el libro fuera más legible. Igualmente, a los medios con los que he colaborado, por ofrecer un espacio para compartir mis ideas. Espero que en estas páginas encuentren propuestas, pero también preguntas estimulantes para, en la medida de nuestros esfuerzos, tratar de mejorar la política en nuestro país. El Perú lo necesita.

			Fernando Tuesta Soldevilla

		

	
		
			INTRODUCCIÓN

			Como nunca antes en la historia de nuestro país, la reforma política está ocupando un lugar muy importante en la agenda pública, pues ya era insostenible la forma como se venía deteriorando la representación política y las instituciones. El crecimiento económico de inicios de siglo no estuvo acompañado de una mejora en la política nacional. Por el contrario, esta se convirtió en un lastre que impidió que los beneficios de dicho crecimiento pudieran extenderse y mantenerse en el tiempo.

			Es urgente cambiar de manera sustantiva las reglas de juego para el acceso y administración del poder, pero esta necesidad imperiosa ha venido chocando con la élite política que es, justamente, la encargada de aprobar los cambios. No hay mayor resistencia a una reforma política que los propios políticos, dado que las variaciones en las reglas de juego suelen afectar las dinámicas de las que ellos mismos han nacido.

			Pese a todo, las limitaciones de un enfoque centrado solamente en reformas legales son bastante claras. Para cambiar el sistema político no basta con implementar reformas normativas. Se requiere modificar las conductas de nuestros representantes, un mayor compromiso e involucramiento de los ciudadanos, y una mejora de los modelos de gestión pública, así como de medidas que fortalezcan las dependencias gubernamentales encargadas de hacer cumplir de manera efectiva las nuevas leyes que se aprueben.

			En efecto, los cambios en las normas no transforman como por arte de magia la política, pero un nuevo juego de reglas sí puede encaminar de mejor manera el acceso al poder y las relaciones entre los actores políticos. Las reglas actuales están llenas de estímulos para el ingreso y participación en la política de personas carentes de experiencia y, en muchos casos, con deseos de hacerse de los beneficios materiales y de estatus que proporciona la representación, cuando no ser portadores de intereses corruptos1.

			La reforma política es el proceso de elaboración, discusión y aprobación de un conjunto de normas —no dispersas— que modifican sustantivamente las reglas de juego de la competencia por el poder y sus instituciones; y que buscan causar un impacto en el diseño institucional existente. Estas, además, incluyen reformas constitucionales. A lo largo de los años se han presentado distintos proyectos de ley que tenían como propósito modificar las normas vigentes, pero sin plantear una propuesta de conjunto.

			La reforma política no involucra únicamente la ingeniería institucional, sino también el resultado de acuerdos y compromisos de las diversas fuerzas políticas que tienen capacidad de negociación en un determinado momento. Es decir, es el proceso de negociación —por lo general complejo y difícil— de las élites, que puede durar tanto como los propios acuerdos lo permitan y la realidad muestre su consistencia o levedad.

			Por otro lado, los encargados de reformar —los políticos— se resisten a las modificaciones que pudieran afectar sus intereses, ya sea rechazándolas, desnaturalizándolas o, simplemente, dejando de aplicarlas.

			En democracia, la estabilidad de las normas permite a los sujetos políticos tener certezas para el desarrollo de sus actos y comportamientos. Los cambios constantes y su manipulación acarrean incertidumbres no deseadas.

			En América Latina, la reforma política ha sido una respuesta a los serios problemas en el funcionamiento de sus democracias. Entre 1977 y 2019 se ha realizado al menos una reforma en 18 países de la región. Se trata de 239 cambios en las reglas de juego, tanto constitucional como legal. Entre ellos, el Perú es uno de los países con mayor actividad reformista, junto con Ecuador, México y República Dominicana2.

			En nuestro país, la volatilidad de las preferencias electorales es extremadamente alta. Desde hace más de un siglo, ni un solo partido político ha logrado ganar la Presidencia con dos candidatos distintos. Es más, en medio del permanente péndulo entre dictadura y democracia, los presidentes siempre han terminado sus mandatos con una gran desaprobación, lo que además se ha reflejado en bancadas oficialistas reducidas o inexistentes3. Esta volatilidad también se expresa en que hayamos tenido 12 constituciones a lo largo de dos siglos de República.

			Bajo ese horizonte, el presente libro pretende ofrecer una visión amplia de la reforma política en nuestro país, para ubicar sus momentos, temas y debates más significativos. Para ello, el texto está organizado en siete capítulos. El primero, «Momentos claves de la reforma política», tiene como propósito presentar la forma en que se ha abordado el tema a lo largo de las décadas. El segundo capítulo, titulado «Sistema de partidos», presenta propuestas y un análisis en torno a las organizaciones políticas, la inscripción de los partidos, la debilidad de sus estructuras, el transfuguismo, los «vientres de alquiler», la democracia interna, etc. El tercero, «Sistema electoral», recoge el debate sobre el tipo y tamaño de las circunscripciones, el umbral de representación, el ballotage o segunda vuelta y el voto preferencial. En el cuarto capítulo, «Sistema de gobierno», se discuten los temas que tienen que ver con el diseño institucional —al que describimos como un presidencialismo parlamentarizado— y sus efectos negativos, que se han manifestado claramente en el último quinquenio, así como la tan discutida vacancia presidencial. El quinto, «El Parlamento», aborda la bicameralidad, la reelección parlamentaria y el tamaño del Congreso. El sexto, titulado «Financiamiento de la política», plantea la discusión sobre la siempre difícil relación entre la política y el dinero, tanto de origen privado como público. «Mecanismos de democracia directa», el sétimo capítulo, está centrado en la revocatoria y el referéndum.

			Este volumen busca contribuir a esclarecer cómo la reforma política resulta siendo un pedido permanente, además de un escenario que los políticos temen: un tema de agenda pública que, cuando se aborda mal, siempre reaparecerá, como ha ocurrido en nuestro país.

		

	
		
			I. MOMENTOS CLAVES DE LA REFORMA POLÍTICA

			Somos un país hiperactivo cuando se trata de plantear reformas para las reglas de juego electorales e institucionales. 12 constituciones dan cuenta de ello. Y las nacidas en contextos de dictaduras o de gobiernos autoritarios son las que concentran los cambios más pronunciados a estas reglas. La última fue la Constitución de 1993, que construyó un nuevo edificio institucional, sobre todo con la unicameralidad de 120 congresistas y sus relaciones con el Ejecutivo. El siguiente momento llegaría con la transición democrática que se desarrolló en el segundo semestre de 2000, sobre la base de la Mesa de Diálogo de la OEA4 entre el Gobierno y la oposición, que fue convocada con motivo de las elecciones generales de 2001 y permitió dejar la circunscripción única para distribuir los escaños por departamentos. En ese momento también se concedió el financiamiento público indirecto para el acceso a los medios de comunicación.

			A lo largo del presente siglo se han realizado diversos esfuerzos por presentar paquetes de normas de reforma política y electoral. El primero ocurrió en el Gobierno de transición encabezado por Valentín Paniagua, cuando se creó la Comisión de Estudio de las Bases de la Reforma Constitucional del Perú, formada por abogados constitucionalistas, con la finalidad de evaluar y proponer reformas a la Constitución Política de 1993. Este grupo de trabajo presentaría un texto con dichas iniciativas al Congreso, pero este no las aprobó. Lo que sí se aprobó fue la primera Ley de Partidos Políticos (2003) en la que, por primera vez, se incorporaron temas referidos a la inscripción, la democracia interna y el financiamiento de las organizaciones políticas. Esta norma fue modificada varias veces e, incluso, cambiaría de nombre por el de Ley de Organizaciones Políticas (LOP).

			El segundo esfuerzo llegaría en 2012, cuando se formó un Grupo de Trabajo de Reforma Integral de la Ley de Partidos Políticos al interior de la Comisión de Constitución del Congreso de la República, cuyo propósito fue revisar la Ley de Partidos Políticos y del sistema electoral5. El grupo estuvo integrado por Javier Diez Canseco —quien además la presidió—, Teófilo Gamarra Saldívar, Marco Falconí Picardo, Vicente Zeballos Salinas, Luz Salgado Rubianes, Javier Velásquez Quesquén y Javier Bedoya de Vivanco. Tampoco tuvieron éxito.

			El tercero correspondió a los organismos electorales: la ONPE en 20046; el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) en 2011; y, en 2016, ambos elaboraron propuestas para el Código Electoral. Esto último sería la base de la que partiría el Grupo de Trabajo de Reforma Electoral del Congreso de la República encabezado por la congresista de Fuerza Popular, Patricia Donayre; e integrado por Gilbert Violeta, Marisol Espinosa, Rosa Bartra, Raymundo Inga, Javier Velásquez Quesquén y Yohny Lescano. Presentaron su informe el 17 de mayo de 20177, pero tampoco fue aprobado8.

			El cuarto intento pertenecería al Gobierno de Martín Vizcarra, que presentó cuatro propuestas que fueron sometidas a referéndum el 8 de diciembre de 2018. En dicho proceso se aprobó la no reelección parlamentaria, cambiar el Consejo Nacional de la Magistratura por la Junta Nacional de Justicia y regular el financiamiento de los partidos políticos; pero no el retorno a la bicameralidad.

			Inmediatamente después se crearía, por Decreto Supremo, una Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política (CANRP), que estuvo formada por politólogos y politólogas9, quienes entregaron un informe que contenía un diagnóstico, 12 proyectos de ley, 4 de ellos de alcance constitucional; y 8 reformas legislativas10.

			Pese a que estas iniciativas no prosperaron en su mayoría, sí se realizaron modificaciones a la Ley Orgánica de Elecciones y la Ley de Organizaciones Políticas (LOP), aunque de manera dispersa y sus efectos resultaron siendo parciales o negativos.

			En los artículos reunidos en este primer capítulo se insiste en señalar que cualquier reforma que se aplique en el Perú debe partir de un diagnóstico y ser de carácter integral. Además, se debe tener claro que las reformas no cambian la realidad de un momento a otro, sino que estas requieren un tiempo de maduración para que se puedan observar sus efectos.

		

	
		
			1. Una transición con reforma electoral

			Canal N, 02/10/2000

			Si el cambio de Gobierno se concreta el 28 de julio de 2001, la reforma política y electoral no podría realizarse en tres o cuatro meses, pues lo urgente es que se garantice elecciones limpias y con crédito. Las elecciones deberían llevarse a cabo en las mismas fechas —8 de abril y 28 de mayo—, como un acto simbólico que la democracia peruana asume para resarcirse del último trauma electoral y demostrar que este año inútil puede ser superado con una elección ejemplar.

			Por lo tanto, quienes discuten los acuerdos deben entender que la reforma se tendría que realizar en dos etapas. La primera, en los próximos tres meses; y la segunda, una vez que se inaugure el próximo Gobierno. Las medidas de corto plazo deben incluir un paquete mínimo, que sea simple, claro y sirva para crear las condiciones para la reforma electoral de mediano plazo.

			Con relación a las reglas del sistema electoral, los puntos deben considerar, cuando menos, lo siguiente: mantener la elección del presidente de la República por mayoría absoluta o en segunda vuelta electoral; y no aceptar la propuesta del Ejecutivo de eliminarla, pues crea legítimas suspicacias, como se ha demostrado en los últimos días. Como señala la propuesta del Ejecutivo, se debe eliminar la reelección presidencial, pero el presidente en ejercicio no podrá postular en 2006 y solo estaría en condiciones de hacerlo después de dos periodos, para evitar que los nuevos candidatos sientan que es una medida que no es justa para todos, sino acomodada a las necesidades de Alberto Fujimori. Se debe, asimismo, ampliar el Parlamento unicameral a 180 parlamentarios para, de esta manera, adecuarlo a una futura reforma que coloque a nuestro Legislativo en el tamaño que le corresponde a la población del país. Se debe elegir a los congresistas a nivel departamental, pero, para evitar la proliferación de muchos partidos pequeños, es preciso colocar una barrera mínima del 5 % de los votos válidos para acceder al Parlamento. Asimismo, la elección parlamentaria debe realizarse sin voto preferencial, para así apostar por el fortalecimiento de los partidos políticos y facilitar una campaña electoral que aclare discursos y no aliente disputas al interior de ellos. Finalmente, la elección parlamentaria debe coincidir con la realización de una probable segunda vuelta electoral, mecanismo que induce a concentrar el voto en unos pocos, pero fuertes, partidos políticos.

			Junto con este paquete mínimo que permita encaminar reglas justas, se tiene que aprobar un acuerdo que comprometa a los partidos políticos a desarrollar la gran reforma electoral en el próximo y ya renovado Parlamento. Solo así se garantizará una transición con norte institucionalizado.

		

	
		
			2. Los cambios ineludibles

			Semana Económica, julio de 2006

			No hay mejor momento para la implementación de reformas en el sistema político que el inicio de un periodo gubernamental. Sin embargo, se suele considerar de manera errónea que los grandes males de la representación política se deben al sistema electoral o, por el contrario, que este carece de cualquier impacto. La realidad muestra, en el primer caso, que se suele confundir la legitimidad de origen, que nace de elecciones, con la legitimidad de desempeño, que se obtiene en el ejercicio del cargo. De esta manera, ante un desempeño político desaprobatorio, se intenta buscar la solución reformando el sistema electoral, cuando no existe relación de causalidad entre ellos. Sin embargo, no considerar al sistema electoral como variable para diseñar reformas políticas es un error, en la medida en que sí puede tener un efecto importante. Por lo tanto, no se trata de discutir o no la importancia del sistema electoral, sino de ubicar el aporte que este puede ofrecer a una reforma política que tenga como objetivo una mejora en la democracia.

			La Constitución de 1993 ha sido objeto de múltiples críticas. El intento de reforma constitucional desarrollado entre 2002 y 2003, si bien mostró avances, no logró su propósito, por el desacuerdo de las bancadas y el rechazo de quienes movilizaron a la opinión pública desde fuera del Congreso. El proceso quedó trunco. La inercia ha llevado a que todo propósito de reforma que exija una reforma constitucional quede bloqueado. Una reforma total o una nueva Constitución exigirán un compromiso político amplio. El Perú, cuya nueva representación política iniciará sus funciones el 28 de julio, tiene un conjunto de retos en el ámbito económico y social sumamente serios, pero que difícilmente logrará superar si es que no se complementa con una reforma constitucional coherente.

			Relaciones entre poderes

			Las relaciones institucionales entre el Ejecutivo y el Parlamento están construidas sobre una serie de elementos que han hecho de nuestro presidencialismo un sistema poco estable. La historia de esta relación se ha movido desde una permanente tensión y una subordinación total del Legislativo al Ejecutivo, que lo esterilizaba —particularmente, cuando se trataba de una mayoría oficialista en el Parlamento— hasta una confrontación total entre los poderes. Han sido casi inexistentes los periodos de una relación institucional fluida, con un adecuado equilibrio en el ejercicio de sus funciones. El presidencialismo peruano es, pues, frágil y se sustenta en un modelo de concentración del poder difícil de balancear; pero, de la misma manera, presenta un sistema electoral que, generalmente, produce fragmentación y bloqueos. Y es que la combinación de presidencialismo y multipartidismo fragmentado mantiene latentes elementos de ingobernabilidad.

			Para que este diseño pueda funcionar, será necesaria una reforma electoral que tenga como objetivo construir un sistema basado en partidos políticos de alcance nacional y con real representatividad. Esto obliga a diseñar un sistema con capacidad y efecto concentrador, es decir, la existencia de pocos, pero poderosos partidos políticos. La Ley de Partidos Políticos promulgada en noviembre de 2003 ha avanzado en esta dirección.

			Llevar adelante una reforma electoral en un país como el nuestro, demanda que esta sea implementada tanto a nivel del Ejecutivo como del Parlamento. Para ello, no deben dejar de observarse los efectos que tienen que producirse al nivel del sistema de partidos y el sistema político.

			Un elemento que debe revisarse es la segunda vuelta en la elección presidencial. A lo largo de la experiencia de la segunda vuelta, pese a lo extendido de la norma en América Latina, no se han producido los efectos deseados, particularmente cuando la elección parlamentaria coincide con la primera vuelta presidencial. En ese sentido, no se ha comprobado que los presidentes elegidos en segunda vuelta tengan mayor legitimidad. Lo que sí es claro es que el sistema permite, con alto grado de probabilidad, que el presidente carezca de mayoría en el Congreso. No obstante, si se mantiene el sistema de segunda vuelta, un factor que debe modificarse es el momento de la realización de la misma. Del cronograma electoral depende mucho la composición del Parlamento, debido a la influencia del voto presidencial sobre el parlamentario. Una reforma electoral debe separar estos dos eventos, para que el elector desarrolle una decisión más adecuada a los requerimientos de cada elección. Si hay segunda vuelta en la elección presidencial, esta debe coincidir con la elección parlamentaria. Se trata de una medida con un evidente efecto concentrador, con mayor razón si ningún candidato sale elegido en primera vuelta.

			Sistema de elección parlamentaria

			Con respecto al sistema electoral parlamentario, conviene retornar al sistema bicameral, compuesto por una cámara de diputados y una de senadores, igual al que existía hasta 1992. El actual, con 120 representantes, es del mismo tamaño que el Congreso peruano de mediados del siglo XIX, por lo que debe crecer y no colocar un número fijo como en la actual Constitución.

			La cámara de diputados (de representación poblacional) debe desarrollar la función de control político, elaboración de leyes, acusación a los altos cargos del Estado ante la cámara de senadores, así como tener la potestad de censurar al primer ministro. La cámara de senadores se encargaría de la función revisora de leyes y el nombramiento de todos los titulares de los organismos constitucionales autónomos, en cronograma de fecha fija y obligatoria.

			En el caso de la cámara de senadores, esta debería tener una representación territorial, con independencia del tamaño de las circunscripciones. La circunscripción única, que muchos proponen, no permite una representación de esta naturaleza y, salvo Colombia, no es utilizada en ningún otro país. Hasta que no se constituyan regiones, se deben elegir tres senadores por cada departamento, considerando de manera independiente al Callao, Lima Metropolitana y Lima Provincias. En total, estaría formada por 78 senadores. El Perú ocupa el puesto 15 de 19 países latinoamericanos con relación al número de parlamentarios, pese a que es el quinto país de mayor población en la región. Esto debe ser cambiado para dar paso a una representación de carácter poblacional, adecuada al tamaño del país. Un sistema interesante es el de representación proporcional personalizada, que combina adecuadamente la elección personal con la de lista, integrando así el sistema proporcional con el mayoritario. Los representantes guardarán la relación de uno por cada 100 000 electores, es decir, 165 diputados. La mitad de ellos, 82, serían elegidos en distritos uninominales, por mayoría relativa de votos, en una sola vuelta electoral. Aquí se satisface la elección personalizada. Los otros 83 se distribuirían proporcionalmente al tamaño poblacional electoral de cada departamento, correspondiéndole por lo menos uno al más pequeño. A todo ello se sumaría una circunscripción especial de peruanos en el exterior, el Callao, Lima Provincias y Lima Metropolitana, dividida en cuatro zonas. De esta manera se mejoraría la representación política.

			Lo anterior se debe complementar con un umbral de representación o valla electoral coherente. Si bien en 2011 el umbral subirá al 5 % de los votos válidos a nivel nacional, es preciso modificar la exigencia de los cinco parlamentarios, de modo que sea una condición necesaria y no alternativa. De esta forma no ingresarán partidos que no llegan ni siquiera a completar una bancada en el Parlamento, como ocurre actualmente. En esa misma dirección, se debe tomar medidas para la conformación de alianzas y coaliciones, pues de lo contrario seguiremos viviendo en un modelo en el que las alianzas son solo medios para superar la valla y que se disuelven conforme logran su objetivo, lo que favorece el fraccionamiento partidario. Esto, sin embargo, no podrá superarse sin eliminar el voto preferencial, que ha mostrado su lado perverso para dispersar las preferencias y ubicarlas en candidatos que en muchos casos no sienten vínculos con organización alguna.

			Cualquier reforma exige que se dé fin a la confrontación abierta o latente entre los organismos electorales. Se deben separar adecuadamente las funciones administrativas, en manos de la ONPE, de las jurisdiccionales, que corresponden al JNE. Esto solo será posible con una reforma constitucional.

			Los lineamientos aquí señalados no podrán ponerse en práctica si no existe una voluntad política para realizar el cambio. Para ello, es importante tener la convicción de que no existe comunidad política democrática en la que las reglas de juego no sean estables y respetadas. Ese es el objetivo último de toda reforma política.

		

	
		
			3. Peligros que debemos tomar en cuenta

			La República, 12/07/2012

			En el Perú, la Constitución de 1993 ha sido objeto de múltiples críticas y defensas acérrimas. El intento de modificación constitucional desarrollado entre 2002 y 2003, si bien mostró importantes avances, no logró su propósito por el desacuerdo de las bancadas y el rechazo de quienes se encontraban fuera del Congreso, movilizando a la opinión pública. El proceso quedó trunco. El inmovilismo ha llevado a que todo propósito de reforma política que exija una reforma constitucional quede bloqueado. El camino parece ser una reforma parcial, pero una reforma de todas maneras.

			En el caso de la reforma política, se suele considerar que los grandes males de la representación política se deben al sistema electoral. La realidad muestra que se confunde frecuentemente la legitimidad de origen, que nace de las elecciones, con la legitimidad de desempeño, que se libra en el cargo. De esta manera, ante un desempeño político desaprobatorio (por ejemplo, en las presidencias regionales), se intenta buscar la solución reformando el sistema electoral (segunda vuelta regional), cuando no existe relación de causalidad entre ellos.

			Sin embargo, no considerar al sistema electoral como variable para diseñar reformas políticas es un error, en la medida en que sí puede tener un efecto importante. Por lo tanto, no se trata de discutir o no la importancia del sistema electoral, sino de ubicar el aporte que este pueda ofrecer a una reforma política que tenga como objetivo una mejora de la calidad de nuestra democracia.

			De lo anterior se desprende que un aspecto a tomar en cuenta debe ser el referido al diagnóstico del sistema electoral. Esto quiere decir que es preciso ubicar los elementos más cuestionados del mismo y aquellos que cuentan con una mayor aprobación. En otras palabras, sus debilidades y fortalezas. Sin embargo, no todo elemento popular del sistema es necesariamente el mejor. En algunos países se ha propuesto y aprobado las listas abiertas, pero esto puede ser contraproducente en un sistema de partidos débil.

			Otro aspecto es el que tiene que ver con el contexto histórico-social de cada país. Por ejemplo, la introducción de un sistema proporcional personalizado puede ser difícil en un país con bajo nivel educativo. En otro plano, en un país de variaciones culturales, el sistema debe ser inclusivo, una situación que el sistema mayoritario, por ejemplo, pocas veces resuelve.

			Asimismo, también se debe contemplar el aspecto relativo a la importación de sistemas electorales. El problema, no obstante, es que lo que resulta adecuado en un país no necesariamente lo es para otro. Esto ocurre debido a que existe una inclinación por tratar de importar modelos, particularmente de países de democracias estables, cuando en realidad son sistemas que se desarrollan en contextos muy precisos.

			Es necesario subrayar, por lo tanto, que no existe un sistema electoral perfecto. Y es que este es el producto de un proceso histórico en construcción en cada país. Por ello, todo sistema electoral tiene particularidades, pocas veces repetibles. Esto hace que la fortaleza de alguno de sus elementos no siempre se reproduzca de la misma manera en otro país. La eficacia y consistencia del mismo dependerán de otros factores.

			Un proceso de reforma provoca la frecuente tentación de ser totalizador. Sin embargo, los extremos aquí también son contraproducentes. Las reformas que no reparan en las críticas al sistema prolongan los problemas. Y las reformas que pretenden ser radicales y totalizadoras, sin tener las condiciones de un amplio acuerdo en el Parlamento, no pasan de ser documentos que terminarán durmiendo en el archivo.

			Una modificación constitucional exige un amplio compromiso político. En las actuales circunstancias de fraccionamiento partidario y dificultades para crear mayorías, eso parece muy difícil de lograr. El Perú tiene un conjunto de retos en el ámbito económico y social sumamente serios, que difícilmente logrará superar si no se complementan con una reforma política integral.

		

	
		
			4. Cuidado con la contrarreforma política

			La República, 20/06/2013

			Realizar modificaciones en las leyes referidas a los temas de representación política no es lo mismo que desarrollar una reforma política y electoral. Más allá de la voluntad de algunos parlamentarios, así puede terminar, nuevamente, el trabajo del Congreso.

			Está claro que existen serios problemas en el tema de la representación política. Diversas instituciones y corrientes de opinión claman para que se haga algo que permita no seguir como hasta ahora, cuando el desencanto y la frustración aumentan con cada nuevo periodo de mandato de nuestros representantes. Sin embargo, nuestros congresistas se mantienen en un círculo vicioso, presos de sus continuas decisiones.

			Es cierto que las modificaciones legales, por sí solas, no cambiarán la situación de los partidos, pero también es evidente que dejar las cosas como están produce efectos cada vez más perniciosos en la vida de los partidos y la representación política.

			Un primer problema es que nos encontramos frente a una representación fraccionada, que limita seriamente los acuerdos en el Congreso. En él no solo están presentes muchos partidos (14), sino que al interior de ellos varios de sus miembros tienen agendas propias, con una relación mínima con sus partidos y dirigentes fuera del Parlamento. Más o menos es así: si no estás en el Congreso, no tienes poder y —menos— ascendencia sobre la bancada, dado que los parlamentarios sostienen que, por ser elegidos por el voto preferencial, solo se deben a sus electores y no a sus partidos.

			Un segundo problema, derivado del anterior, se encuentra en la elaboración de las propuestas. Se ha visto que, con escasas excepciones, los proyectos de ley son producto de iniciativas individuales de los congresistas y no de sus respectivas bancadas. Eso no solo atenta contra una mejor calidad del proyecto, sino que, al no ser un producto compartido, no suele ser entendido y defendido por los miembros de la propia bancada. Hay más de una propuesta, sobre el mismo tema, en distintas comisiones del Congreso.

			Un tercer problema es la calidad de las propuestas. En el caso de las reformas políticas, no se aprecia que estas sean entendidas como procesos integrales, más que como una suma de artículos. Eso se observa claramente en la exposición de motivos de muchos proyectos que hoy se debaten en el Congreso. En muchas ocasiones, la exposición de motivos no es el sustento que todo proyecto debe contener, al no explicar cómo la norma ha impactado y de qué manera ha afectado la representación política para proponer una modificación.

			Finalmente, se debe entender que toda propuesta de reforma debe ser integral y coherente, porque de lo contrario puede traer efectos diferentes a los que se busca conseguir. Esto está ocurriendo con motivo de la modificación de la Ley de Partidos Políticos, a una década de entrar en vigencia. En este periodo se han modificado algunos artículos, pero no se han realizado reformas, por lo que su impacto ha sido negativo. Hoy, que se discute nuevamente su modificatoria, se está transitando por el mismo y desafortunado camino.

			Si el propósito es fortalecer a los partidos políticos, como lo proclaman todos, las medidas adoptadas hasta ahora, como reducir la reforma a mantener el pernicioso voto preferencial, incrementar el número de firmas de adherentes (5 %), establecer el umbral de las alianzas electorales, otorgar el financiamiento público directo —sin el acompañamiento de medidas más efectivas y severas de control del financiamiento—, mantener elecciones internas sin intervención de los organismos electorales —pese a que ninguna organizada por los partidos ha dejado de ser cuestionada— y organizaciones a nivel local en un país desintegrado en términos partidarios; todas constituyen solo modificaciones parciales. Vale decir: modificar para no reformar. La consecuencia es que lo que fue un cuerpo integrado y coherente de la ley de 2003, que merecía ser reformado de la misma manera, ha terminado siendo uno deforme, con impactos negativos en diversas direcciones. De esta manera, termina imponiéndose la contrarreforma política.

		

	
		
			5. Reforma sí, pero con claridad

			La República, 22/02/2015

			Se ha anunciado que, una vez iniciada la presente legislatura, el Congreso debatirá la reforma electoral. De la misma manera, otro de los puntos del diálogo político, promovido por la primera ministra Ana Jara, ha sido el tema de la reforma electoral. Si el tiempo es corto y las dificultades para ponerse de acuerdo son altas, hay que tener cuidado con lo que se apruebe, pues modificaciones mal diseñadas pueden ser tan peligrosas como no hacer nada. Por eso, se debe tomar en cuenta lo siguiente: primero, atribuir a la reforma un alcance que no necesariamente tiene, por lo que cuando no ocurren los efectos esperados en el corto plazo, se le arroga todo el fracaso. De nada valen los controles, por ejemplo, sobre la fiscalización del dinero mal habido en la política, si la Policía, el Ministerio Público, el Poder Judicial y la Contraloría no hacen bien su trabajo.

			Lo segundo que habría que tener claro es que la sola reforma política difícilmente cambiará la realidad. Cuando una reforma no tiene vínculos con ella, esta termina por no aplicarse o se crean canales informales para sortearla. La voluntad política de las élites es fundamental. Si los principales líderes políticos no se comprometen con la reforma, como hasta ahora ocurre, nada se moverá. Por eso, la mayoría de las bancadas parlamentarias no tiene claro qué reformar y cómo hacerlo. Es más, si los congresistas sienten que sus intereses peligran, no les importará qué digan sus dirigentes partidarios.

			Tercero, no es lo mismo reforma política que reforma electoral. La segunda es parte de la primera. La reforma política abarca los diseños institucionales. Por ejemplo, reformar aspectos relacionados con el tipo de presidencialismo, la bicameralidad o la figura del primer ministro, por citar algunos, implica un alto grado de impacto en los diversos ámbitos de la vida, por lo que necesariamente debe pasar por reformas constitucionales. De la misma manera, una reforma electoral está también condicionada si se trata de modificaciones en la Constitución (por ejemplo, la reelección de autoridades, segunda vuelta, revocatorias, voto obligatorio…) o solo de modificaciones de las diversas leyes electorales. Evidentemente, la primera tiene más impacto que la segunda.

			Cuarto, toda modificatoria de la ley electoral no es, necesariamente, una reforma electoral. Por eso, no es lo mismo eliminar el voto preferencial, elevar el umbral de representación para las alianzas electorales, crear la circunscripción de peruanos en el exterior, otorgar financiamiento público directo a los partidos acompañados de mayores controles y sanciones o eliminar las llamadas Nuevas Elecciones Municipales posteriores a la revocatoria; que solo modificar artículos relacionados con temas de exigencias y controles para la inscripción de candidaturas. Las primeras producen una reforma electoral. La segunda, tan solo modificaciones de la ley.

			Quinto, no es coherente plantearse objetivos institucionales que no sean correspondidos con las medidas planteadas. No se puede, por ejemplo, afirmar que se fortalecerá los partidos políticos en el Perú y mantener el voto preferencial. Tampoco se puede otorgar dinero público a los partidos sin hacer los ajustes de mayor control y supervisión. Y menos se puede combatir el «golondrinaje» si no se establece más tiempo para la supervisión de domicilio y las penalidades efectivas.

			Sexto, quizá lo más peligroso: se debe evitar hacer propuestas que no partan de un mínimo diagnóstico, sean parciales y carezcan de prevención de impactos. Esto es frecuente en muchas propuestas legislativas.

			Lo cierto es que, si bien lo perfecto es enemigo de lo bueno, no modificar nada o solo lo insignificante no permite abrigar esperanzas de que, por sí solos, candidatos y partidos realizarán una mejor campaña electoral, que produzca una representación de mayor calidad.

		

	
		
			6. Legislar con los pies en la tierra

			El Comercio, 09/10/2015

			El Congreso de la República aprobó modificaciones a la Ley de Partidos Políticos que, desde su promulgación, en noviembre de 2003, ha visto cambiar su contenido en casi todo su articulado. El problema es que estas no atacan aspectos sustantivos de la regulación de los partidos políticos o han ido en sentido contrario al objetivo declarado. Es una suma de partes y ausencias.

			La propuesta, por ejemplo, permite que un partido pueda seguir existiendo pese a no presentarse a un proceso electoral —con lo que se alarga la vida de los llamados «vientres de alquiler»—, eleva a una cuarta parte el número de candidatos designados por la dirección del partido —sin que pasen por elecciones internas— e incrementa a más de 700 000 las firmas de adherentes para inscribir un partido. De la misma manera, no se toca el pernicioso voto preferencial, así como no se permite la intervención directa de los organismos electorales en las elecciones internas, entre otras importantes ausencias.

			La gran novedad de este primer paquete de modificaciones es el artículo que señala que no se puede entregar, prometer u ofrecer dinero, regalos o dádivas, salvo como propaganda electoral, siempre y cuando esta no supere el 1 % de una UIT por cada bien entregado. La pretensión es legislar contra el populismo y la demagogia, partiendo de que el elector se deja llevar por estas prebendas, creando un sinsentido jurídico.

			¿Cómo hará la ONPE, encargada de esta tarea, para cotizar el valor de un bien que se entrega u ofrece? ¿Qué método y qué pruebas debería realizar? Es decir, regalar un bien que cuesta S/.38,50 (1 % de la UIT) estaría prohibido, pero si se regalan cientos que cuestan menos de esa cantidad, no.

			Si un partido excede esta cantidad, la ONPE tendría que sancionarlo con 100 UIT (S/. 385 000) e, incluso, podría retirarlo de la campaña electoral (al ser una conducta tipificada como grave). El problema para esta ley es la realidad que busca normar. En una campaña electoral se desarrollan, en muy corto tiempo, cientos de eventos simultáneos y espontáneos en todo el país. Ya están inscritos 21 partidos nacionales, por lo que se tendrían 21 candidatos presidenciales y —gracias al voto preferencial— cada candidato al Parlamento hará campaña individual, por lo que sumarían 2730 candidatos en total.

			Para ir tras cada candidato, la ONPE tendría que crear un aparato especial con personal y recursos supervisando sus actividades —y, obviamente, no podría hacer una muestra estadística—. Sería una práctica altamente subjetiva y de casi imposible aplicación. Esto supondría, además, una carga administrativa alta, que se desplazaría luego al JNE cuando, por apelación, este organismo deba ver cada caso, incrementando aún más su carga procesal.

			Ahora, imagínese esto para el caso de las elecciones regionales y municipales, cuyo número de candidatos supera los 100 000: las denuncias se multiplicarían y se exigiría a los organismos electorales su cumplimiento, una tarea de difícil aplicación y de resultado esquivo. No se trata de dejar de combatir la demagogia, sino de hacer leyes realistas, aplicables y que no carguen de más trabajo a los organismos electorales, distrayendo la atención de sus funciones fundamentales. Ingentes e inútiles recursos para legislar contra la realidad.

		

	
		
			7. Tan lejos y tan cerca

			El Comercio, 18/06/2017

			Pensar que lo que se trabajaba en el Congreso era una reforma electoral fujimorista ha sido un gran error, pero que esta no prospere sí puede ser plena responsabilidad de la mayoría parlamentaria.

			Luego del encargo de la Comisión de Constitución en agosto del año pasado, el Grupo de Trabajo de Reforma Electoral (GTRE) ha concluido su labor entregando un informe que contiene una propuesta de ley electoral, que en realidad es un Código Electoral, de poco más de cuatrocientos artículos. Este parto no ha sido fácil, pues no todas las bancadas manifestaron desde el inicio su interés por una reforma que es de indudable importancia para la marcha del país. Felizmente, el GTRE, coordinado por la congresista Patricia Donayre, pudo abocarse a discutir y aprobar por consenso de sus miembros gran parte del texto.

			Esto fue posible, más allá del trabajo de congresistas y asesores porque, sobre todo, se tomó como base el Código Electoral elaborado en los últimos años por los organismos electorales. La decisión de elaborar un Código Electoral ha sido el mejor camino, ya que se ha sistematizado en un solo texto más de una decena de normas que han estado aplicándose de manera dispersa en nuestro país y, además, porque un código permite la unicidad y coherencia normativa que las reformas parciales jamás lograrán. Se trata, pues, del mayor avance que hemos tenido tras años de esfuerzos infructuosos.

			Pero, este avance, que es lo más cerca que hemos estado de una reforma electoral, puede tornarse trunco en poco tiempo si la Comisión de Constitución no termina el proceso de aprobación, cuya fecha límite debe ser, a más tardar, a fin de año. Discutir si el GTRE puede o no elaborar un dictamen es secundario, ante el destino que puede tener el informe, que debe ser el texto base y principal de la discusión.

			Hay que ser conscientes de que los parlamentarios suelen ser conservadores en temas de reforma electoral. Prefieren, en muchos casos, lo malo conocido y un Código Electoral puede provocar más pánico que aliento. Sin embargo, en más de un 80 % corresponde a aspectos procesales u otros temas en los que no debería haber discusión y que, además, forman parte de la normatividad vigente.

			Es en el porcentaje restante en el que se debe concentrar la discusión. El riesgo es que esta finalmente pase por intervenciones individuales de congresistas que desearían modificar el texto a su buen entender, despedazando algo que tiene, justamente, una coherencia interna. Por eso, hemos insistido en que la reforma electoral, que debe ser acompañada por una reforma política con cambios constitucionales, como la bicameralidad, exige un acuerdo político de las bancadas. Sin acuerdo, no hay reforma, y sin reforma, no hay mejora en la política. A estas alturas, es necesario terminarla, pues esto ya es un tema de supervivencia.

		

	
		
			8. Las propuestas del gabinete Villanueva

			El Comercio, 03/05/2018

			El gabinete encabezado por César Villanueva se presentó y obtuvo el esperado voto de confianza del Congreso. Lo que llama la atención, si se compara con la presentación de otros gabinetes, es el nivel de importancia que se le ha conferido al tema de la reforma política. No obstante, de los temas propuestos por el presidente Martín Vizcarra en la entrevista que ofreció a CNN —bicameralidad, eliminación del voto preferencial y la cifra repartidora— solo ha quedado el primero. La eliminación del voto preferencial, siendo un tema de vital importancia, ha sucumbido seguramente a la presión de los congresistas opositores de diversas bancadas. La permanencia del voto preferencial será un obstáculo para cualquier propósito de fortalecer a los partidos políticos. Por otro lado, hizo bien el primer ministro en dejar de lado la eliminación de la cifra repartidora a la que, de manera equívoca, se le ha atribuido la causa de la mayoría de votos que ostenta Fuerza Popular en el Congreso.

			De las seis propuestas del gabinete Villanueva, tienen que ver con el tema del financiamiento de la política: sancionar penalmente la no declaración del financiamiento de las campañas electorales; la obligatoriedad de que toda persona que postule a un cargo elegido por votación popular autorice automáticamente a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) el acceso a su secreto bancario, tributario y bursátil; e incorporar a las organizaciones políticas como sujetos obligados a reportar operaciones sospechosas a la UIF y que deben contar con un sistema especializado de prevención de lavado de activos. Todas son medidas importantes, pero tendrán un impacto menor si no se disminuye claramente el porcentaje de aportes privados a las campañas electorales. Esto se logra incrementando la franja electoral (o con otra modalidad de acceso a los medios de comunicación), pero prohibiendo la compra de espacios fuera de esta. De la misma manera, se debe otorgar financiamiento público directo para las campañas electorales, como ocurre en casi todos los otros países de la región. Sin estas medidas, los partidos seguirán siendo vulnerables al dinero privado.

			Por otro lado, la obligatoriedad de que los partidos elijan a sus candidatos en elecciones internas supervisadas por los órganos electorales no tendrá el impacto deseado. Solo si la ONPE las organiza —no si las supervisa, fiscaliza o presta asistencia técnica—, se podrá tener un efecto decisivo en la eficacia y calidad de las elecciones internas de los partidos, que hoy son cuestionadas casi en su totalidad por sus miembros.

			Sobre la equidad entre hombres y mujeres en las listas de candidatos, la medida no tendrá impacto si no se incluye alternancia en la composición de las listas y se elimina el voto preferencial.

			Finalmente, el retorno a la bicameralidad no solo es una medida necesaria sino la que tendría un mayor impacto, pues obra en diversas direcciones. La bicameralidad puede mejorar la representación si se diseñan adecuadamente las funciones de las cámaras, el origen y período del mandato y el tipo de circunscripción. Esperemos, por ahora, los proyectos de ley que deben ser presentados por el gabinete Villanueva, pero el camino trazado es el correcto.

		

	
		
			9. Un necesario cambio de diseño

			El Comercio, 20/12/2018

			¿Por dónde empezar cuando se trata de la reforma política? Los maximalistas piensan que se debe cambiar todo y que a ello no se llega con la suma de las partes. La propuesta sería la de una nueva Constitución, aun cuando no hay nuevas constituciones puras, pues se suele mantener muchos artículos de la anterior. El tema, entonces, es modificar el núcleo duro de la carta magna. Los minimalistas, por el contrario, proponen medidas parciales bajo una lista de lo que se debe consignar como urgente.

			Entre esos dos extremos se pueden ubicar las reformas que se intentará impulsar inmediatamente después del referéndum. Dentro de aquel núcleo duro se encuentra la bicameralidad y las relaciones Ejecutivo-Legislativo. Si bien la primera, la que sería la madre de todas las reformas, se frustró, retornar a la bicameralidad es una medida muy necesaria. Para ello se debe eliminar los artículos de aquella propuesta fallida que limitan las facultades presidenciales, no se debe incluir en la Constitución el número de escaños y, además, se debe colocar una disposición transitoria, en consonancia con la no reelección aprobada en el referéndum, para que ningún congresista elegido en 2016 pueda volver a postular. Esto tendría que estar acompañado con acotar la inmunidad parlamentaria, mecanismo desnaturalizado por el Congreso y que ha contribuido a su mala imagen.

			Tenemos un sistema presidencial altamente parlamentarizado, cuyo diseño entrega herramientas de lucha para ambos poderes que, en nuestro contexto, llevan a exacerbar la confrontación. Sería bueno repensar el diseño. Si no hay disolución del Congreso, tampoco hay censura de ministros. De la misma manera, debe ser necesario dos tercios de los votos para que el Congreso insista en una ley que ha sido observada por el presidente de la República.

			Por el lado de los partidos políticos, es necesario modificar los requisitos para su inscripción. Ya no más firmas de adhesión. Es imposible verificar si los cientos de miles que se presentan son verdaderas. Lo que se señala es que son válidas, es decir, que se parecen al original. Esto crea un mercado negro de falsificación de firmas. La inscripción debe ser sencilla, con pocos requisitos formales, pero cada partido debe estar obligado a participar en elecciones internas, simultáneas y abiertas, que además sean organizadas por la ONPE. Solo los partidos que superen un umbral (de 50 000 personas, por ejemplo) podrán inscribir sus listas, mientras que el resto pierde la inscripción. De esta manera se fuerza a los partidos a movilizar y organizar cuadros y electores.

			Al lado, también se debe abrir la puerta de salida, es decir, la pérdida de inscripción. En la actualidad hay 23 partidos inscritos. De todos ellos, solo seis tienen representación en el Congreso. Ese número abultado se debe, en parte, a un marco normativo que debe variar para establecer la obligatoriedad de participar en elecciones, conseguir escaños así se pertenezca a una alianza electoral y no permitir retirarse de la campaña electoral. Si no cumplen con estos requisitos, perderán la inscripción. Asimismo, es imprescindible eliminar el voto preferencial, además de incorporar la paridad de género y alternancia en las listas. También se debe completar el tema del dinero, precisando las figuras del financiamiento ilegal y delictivo, así como el financiamiento público de las campañas por reposición.

			En cuanto a las circunscripciones electorales, es necesario que la de los peruanos en el exterior tenga los escaños que le correspondan y, para el caso de Lima, dividirla en al menos 12 circunscripciones de tres congresistas.

			Estas son algunas de las reformas que se debe impulsar. Es necesario aprovechar las condiciones. Ahora más que nunca.

		

	
		
			10. Los cuidados de una reforma política

			El Comercio, 27/12/2018

			Se ha formado la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política11, convocada por el Ejecutivo y que tiene el encargo de plantear propuestas y recomendaciones para que, a su vez, estas puedan ser presentadas al Congreso de la República que, haciendo uso de sus atribuciones, se encargará de debatir y aprobarlas si lo estima conveniente. No reemplaza o sustituye a ningún órgano o poder político. Es una comisión consultiva que trabajará con autonomía —y ad honorem— por espacio de dos meses. Hay, sin embargo, algunos aspectos que debe tener en cuenta para abordar tan importante encargo.

			Lo primero que habría que tener claro es que la sola reforma política no cambiará la realidad. Es necesario contar con capacidades estatales para que los efectos positivos de la reforma sean debidamente canalizados. Para eso, la voluntad política de las élites es fundamental. Si los principales líderes políticos no se comprometen con la reforma, como muchas veces ha ocurrido, esta fracasará, por lo que deberán frenar a los congresistas que puedan sentir que sus intereses peligran. Tarea difícil.

			Lo segundo: no se puede atribuir a la reforma efectos que no necesariamente tendrá, porque cuando estos no ocurran en el corto plazo, todo se considerará un fracaso. De nada valen controles, por ejemplo, como la fiscalización del dinero mal habido en la política, si la Policía Nacional, el Ministerio Público, el Poder Judicial o la Contraloría no hacen bien sus respectivos trabajos.

			Tercero: no es lo mismo la reforma política que una reforma electoral. Esta última es solo una parte de la primera. La reforma política abarca los diseños institucionales. Por ejemplo, reformar aspectos relacionados con el tipo de presidencialismo, la bicameralidad o la figura del primer ministro, por citar algunos, conlleva un alto grado de impacto en los diversos ámbitos de la vida, por lo que necesariamente debe pasar por reformas constitucionales. De la misma manera, una reforma electoral está también condicionada si se trata de modificaciones en la Constitución (por ejemplo, respecto a la segunda vuelta, revocatorias, voto obligatorio, etc.) o si solo se trata de modificaciones de las diversas leyes electorales o de partidos. Evidentemente, la primera tendrá más impacto que la segunda.

			Cuarto: toda modificatoria de la ley no necesariamente es una reforma, pero toda reforma requiere modificaciones de las normas. Por eso, no es lo mismo eliminar el voto preferencial, elevar el umbral de representación para las alianzas electorales, crear la circunscripción de peruanos en el exterior y otorgar financiamiento público directo para las campañas; que solo modificar artículos relativos a temas de exigencias y controles para la inscripción de candidaturas. Las primeras producen una reforma electoral. La segunda, solo modificaciones de la ley.

			Quinto: no es coherente plantearse objetivos institucionales que no sean correspondidos con las medidas planteadas. No se puede afirmar, por ejemplo, que se busca fortalecer los partidos políticos en el Perú y, al mismo tiempo, mantener el voto preferencial. Tampoco se puede otorgar dinero público a los partidos sin hacer los ajustes de mayor control y supervisión. Y menos se puede combatir el «golondrinaje» si no se establece más tiempo para supervisión de domicilio y penalidades efectivas.

			Sexto y quizá lo más peligroso: que las propuestas que se hagan no partan de un mínimo diagnóstico, aunque sean parciales; y que carezcan de prevención de impactos. Esto es frecuente en muchas propuestas legislativas. Lo cierto es que, si bien lo perfecto es enemigo de lo bueno, también es verdad que no modificar nada o solo lo mínimo no permitirá abrigar esperanzas de que las instituciones mejoren y que se produzca una representación política de mayor calidad.

		

	
		
			11. Normas útiles, pero insuficientes

			El Comercio, 24/01/2019

			Somos un país de reformas. Pero de reformas limitadas. Si bien se hizo un esfuerzo por aprobar un paquete de medidas que buscara modificar las reglas de juego, lo que finalmente se aprobó el año pasado fue tan limitado que no produjo el impacto esperado y requerido.

			Se aprobó el cronograma electoral que ordena las fechas de las elecciones, tanto generales como regionales y municipales. Las listas de candidatos podían retirarse antes de las elecciones, sin que ello perjudicase la inscripción del partido. Por ello, muchas agrupaciones aprovechaban este plazo para retirar sus candidaturas y salvar su inscripción —pues, de no pasar el umbral de representación, esta se echaba a perder—. Con la reforma instaurada en 2018, sin embargo, esta jugada sospechosa ya no es más una posibilidad. Si una lista es retirada antes de las elecciones —teniendo ahora un plazo máximo de 60 días antes de las elecciones para hacerlo—, se la juzga como si no hubiese pasado el umbral y se pierde la inscripción del partido.

			También se promulgó la ley por la que no se puede modificar las normas un año antes del día de las elecciones. Esto puede ser una seria limitación, sobre todo porque entre la presentación del proyecto de ley y su promulgación transcurren varios meses, por lo que un año termina extendiéndose en el tiempo. En consecuencia, para el caso de las elecciones de 2021, solo quedarían pocos meses para aprobar las reformas.

			Se modificaron varios artículos referidos al financiamiento de los partidos políticos. Por ejemplo, se mantiene el modelo de financiamiento mixto, pero con una fuerte inclinación al privado. Se eleva el techo límite de las contribuciones de 60 UIT a 120 UIT; y se fija 250 UIT como tope máximo para las actividades proselitistas. Los aportes se deben bancarizar a partir de 1 UIT. Se prohíbe, además, el aporte de empresas peruanas y extranjeras; y de las asociaciones sin fines de lucro nacionales.

			Además, se aprobó exigir la presentación de informes tanto a los partidos como a los candidatos. En el último proceso electoral, la cifra de estos informes ascendió a cerca de 15 000. El problema es que la ley otorga tan solo cuatro meses a la ONPE para que pueda realizar estas dos funciones: la de verificación y control; y la sancionadora. Si no sanciona en los cuatro meses, la ley señala que «no procede la imposición de sanción alguna».

			En los casos que corresponda, los candidatos son responsables, mas no el partido. En cambio, en el caso de los candidatos presidenciales, que son los que reciben mayores contribuciones, solo el partido es el responsable. De otro lado, la ONPE solo podrá recibir información de la campaña electoral 15 días después de concluido oficialmente el proceso, no durante su realización.

			Sobre las llamadas «dádivas», se modifica la norma para hacer más proporcional las faltas con las sanciones, pues hasta ahora quien violaba la ley era retirado del proceso electoral, pero la sanción solo era para el candidato y no para la organización.

			Asimismo, se aprobó la ley que elimina la existencia de organizaciones de alcance provincial y distrital, pero no se obliga a las organizaciones nacionales y regionales a presentar candidaturas en todas las circunscripciones, corriéndose el grave peligro de que, en algunas provincias y distritos, sobre todo las más alejadas de los centros urbanos, no se lleguen a presentar candidatos.

			Finalmente, se aprobó permitir la postulación de candidatos en elecciones regionales y municipales que hayan nacido en la circunscripción y los que domicilian en ella en los últimos dos años, así como el impedimento para la postulación de candidatos que hayan sido sentenciados por terrorismo, apología al terrorismo, narcotráfico, violación sexual, colusión, peculado y corrupción. Se trata de un paquete de normas que, si bien pueden llegar a ser útiles, no tocan el fondo del problema de la representación.

		

	
		
			12. Una historia reformista

			El Comercio, 14/03/2019

			A las crisis políticas les han sucedido momentos de transición, canalizados por reformas políticas, muchas de ellas de trascendencia. Esto ocurrió, por ejemplo, en 1931, en 1963, en el período 1978-1980 y en 2001. 2019 podría ser el año que se sume a los anteriores.

			El impacto de la reforma política de 1931, por ejemplo, produjo cambios significativos en el derecho y en el sistema electoral que comprometieron a las siguientes tres décadas.

			Luego de la caída de Augusto B. Leguía se sucedieron una serie de gobiernos de corta duración, hasta que se estableció la Junta Nacional de Gobierno, encabezada por David Samanez Ocampo, quien convocó a elecciones presidenciales y a un Congreso Constituyente para el 11 de octubre de 1931. Este Gobierno de transición dictó dos medidas trascendentales: la reforma económica y la electoral.

			Esta última se vio reflejada en el Decreto Ley 7177, conocido como el estatuto electoral de 1931, que fuera emitido con miras a las elecciones de octubre. Para conseguirlo, la Junta Nacional de Gobierno nombró a una comisión especial que tuvo a su cargo la elaboración de una propuesta de reforma electoral y estuvo compuesta por intelectuales muy jóvenes, como Luis Alberto Sánchez, Jorge Basadre, Alberto Arca Parró, Carlos Manuel Cox (todos de alrededor de 30 años), además de César Antonio Ugarte, Luis E. Valcárcel, Federico More y Carlos Enrique Telaya. Figuras que, posteriormente, serían relevantes en la política y en la cultura de nuestro país. La comisión funcionó en la Biblioteca de la Universidad de San Marcos; y entre marzo y mayo de 1931 elaboró el anteproyecto de estatuto electoral.
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